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Resol. Serie “A” N° 37
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los once días del mes de junio de dos mil diecinueve, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, como Presidente, y los Dres. Sebastián Diego Argibay y Eduardo Federico Lopez Alzogaray, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Gustavo Adolfo Herrera y Víctor Manuel Rotondo, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 405/413 del Expte. Nº 18.896 – Año: 2017 – Autos: “Ocampo Daniel Rene c/ Fili José Antonio (h) y/u otros s/ Daños y Perjuicios – Casación Civil”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar y en segundo y tercer lugar, los Dres. Sebastián Diego Argibay y Eduardo Federico Lopez Alzogaray, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Gustavo Adolfo Herrera y Víctor Manuel Rotondo. 

El  Sr. Vocal, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar dijo:



Y Vistos:



Para resolver el recurso de casación articulado por la parte actora a fs.417/422 vta. de estos obrados.---



Y Considerando: 



I) Que impugna la recurrente la sentencia emanada de la Excma. Cámara Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 30/08/16 (fs. 405/413), que resolvió: “Iº) Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación  incoado por la parte actora y en su mérito. IIº) Modificar la sentencia de primera instancia en cuanto, debe ser adicionado al monto condenado la suma de PESOS DIEZ MIL ($10.000) conforme a la modificación en el monto por el rubro daño moral, más intereses liquidados  según la tasa pasiva promedio que publica el Banco Central de la República Argentina con más el 6% anual, a computarse desde la fecha del hecho (10/11/2006) y hasta su efectivo pago. IIIº) Confirmar los restantes puntos establecidos en la sentencia de primera instancia. IVº) Conforme a cómo se resuelve el presente recurso, la Instancia de grado deberá practicar una nueva regulación de honorarios. Vº) Atribuir las costas en ambas instancias conforme al porcentaje de responsabilidad establecido”.-----------------------------



Que a su turno la sentencia de 1ª instancia del 06/08/2015 a fs 332/338 resolvió: “Iº) HACER A LUGAR  a la demanda incoada por DANIEL RENE OCAMPO, y en su consecuencia condenar a los demandados JOSE ANTONIO FILI (H) y JOSE ANTONIO FILI (P) a pagar al actor la suma de Pesos ciento treinta y siete mil ($137.000), discriminados en los siguientes rubros: en concepto de gastos asistenciales y rehabilitación kinesiológica, la suma de pesos dos mil ($2.000), en conceptos de incapacidad sobreviniente la suma de pesos ciento cinco mil ($105.000) y en concepto de daño moral la suma de pesos treinta mil ($30.000) todo dentro del plazo de DIEZ DIAS de consentida o ejecutoriada que fuere la presente. IIº) ESTABLECER que en el caso ha mediado concausa en la producción del daño, la que proporcionalmente se estima en un 10% respecto de la víctima, porcentaje que corresponde mermar la condena impuesta a los accionados. IIIº) APLICAR a los montos de la condena a la tasa pasiva  promedio que publica el Banco Central de la República Argentina, con más el 6% anual, desde la fecha del hecho hasta su efectivo pago . IVº) HACER LUGAR a la declinatoria de la citación en garantía por ausencia de seguro opuesta por LIDERAR CIA GENERAL DE SEGUROS S.A. Vº) COSTAS en la proporción en que prospera la demanda”.----------------------------------------------



II) Que para resolver de ese modo, la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Primera Nominación, previamente reseñó los antecedentes fácticos, los agravios del recurrente - indicando como tales: a) La porción de causalidad atribuida al actor en el evento dañoso. b) El exiguo  importe del rubro incapacidad sobreviniente c) El exiguo importe del rubro daño moral. d) La liberación de responsabilidad a la aseguradora citada en garantía. e) La distribución de costas, y advirtió que en el caso de accidentes de tránsito, la responsabilidad del conductor es objetiva por aplicación del art. 1.113 segundo párrafo del C.C., por considerar que se trata de una cosa riesgosa. Que tanto el automóvil como la motocicleta en movimiento son cosas riesgosas, por ser ambos generadores de riesgos a los efectos del art. 1.113 del CC, salvo que medie causal eximitoria debidamente acreditada.-----------



Que el Tribunal a-quo para arribar a la decisión analizó la mecánica del accidente a fin de dilucidar la responsabilidad en el caso concreto. Indicando que conforme a la prueba pericial de fs. 309/331, plano planimétrico de fs. 38, quedaba claro que: a)- El vehículo embistente era la motocicleta y si bien el hecho de ser el vehículo embistente originaba una presunción de culpabilidad, la misma es de carácter “iuris tantum” por lo cual debían valorarse otro factor que pudieron haber concurrido a la producción del hecho como ser la velocidad de los vehículos o la prioridad de paso, en base al resto de los elementos probatorios que indiquen con más exactitud la mecánica del accidente. b)- Que el perito determinó que el automóvil guiado por Fili lo hacía a una velocidad por arriba de la reglamentaria, aproximadamente a unos 50 km/h (fs. 284/290), y el motovehículo conducido por Ocampo a una velocidad no inferior 28 km/h; señalando que el artículo 50 de la ley Nacional de Tránsito impone la obligación a todo conductor de llevar una velocidad que le permita tener siempre el total dominio del vehículo que conduce y por otro lado, y en su franca oposición, se encuentra la velocidad imprudente, que no es otra, que aquella que ocasiona la pérdida de ese control o dominio. c)- Que si bien, quien gozaba de prioridad de paso en el cruce, era el vehículo conducido por Ocampo, cabe tener en cuenta  la circunstancia de que el motovehiculo conducido por el actor reviste la calidad de embistente y que el impacto se produjera una vez que el automóvil conducido por Fili había traspasado el eje central de dicha encrucijada con orientación Oeste, lo que haría presumir que el automóvil conducido por Fili fue quien comenzó antes el cruce de las arterias. d)- Que al establecer la pericia, respecto a la motocicleta, solo marca que como mínimo llevaba una velocidad de 28 km/h (fs. 290), deja abierta la posibilidad de que haya llevado una velocidad superior al momento del impacto. -------------------------



Concluyó basándose en la calidad de embistente y de embestido, las reglas sobre la prioridad de paso y velocidad a la cual se desplazaban, en que existió concausalidad estableciendo un porcentaje equivalente 10% a la parte actora, quien incumplió el deber de mantener el pleno dominio sobre el rodado que conducía y el otro 90% al demandado, pues como quedo establecido éste conducía a una velocidad prohibida y en franca inobservancia del art. 41 de la Ley 24.449 sobre la prioridad de paso en las encrucijadas o cruces. -----------------------------------



Respecto a los rubros del daño acogidos por el A quo, que agravia al recurrente por considerar exiguos en su importe, consideró que el monto fijado por el juez de grado en concepto de incapacidad física sobreviniente resulta ajustado a derecho, basándose en la pericia practicada por la perito Oficial Dra. Schmidt que establece el porcentaje de incapacidad correspondientes al actor, (fs. 215 vta.) la cual no fue impugnada por la contraria ni producida prueba que le reste valor o la desacrediten, y que en el fuero civil no rigen las indemnizaciones tarifadas, a fin de establecer el monto por el rubro incapacidad sobreviniente, debiendo ponderar factores tales como la edad, sexo, estado civil, ocupaciones habituales, nivel socio-económico y otras particularidades del caso concreto, contemplándose no sólo las necesidades laborales, sino los otros efectos patrimoniales del daño, que se proyectan en la vida de relación, y que deben ser tenidos en cuenta a estos efectos.--------------------------------------------------



En cuanto a la indemnización por daño moral, previo señalar que si bien el monto reparatorio queda librado al prudente arbitrio del juez, la misma cumple una función satisfactiva, otorgando al perjudicado un beneficio económico, capaz de producir un goce, que de alguna manera equilibre el sufrimiento extrapatrimonial, consideró justo y equitativo  establecer el monto en pesos $40.000, apartándose de lo establecido por el A quo en la instancia de grado.---------------------------------------



Respecto al  agravio por el acogimiento de la declinatoria por ausencia de seguro opuesta como defensa de fondo por la citada en garantía Liderar Compañía General de Seguros S.A., consideró que no existe obligación por parte de Liderar Compañía General S.A. de responder civilmente por el hecho, por no existir relación contractual de seguro entre la compañía y los demandados. Señaló que el dictamen pericial contable obrante a fs 98/99, el que no fue impugnado por la parte actora,  informa claramente que: no surge de la documentación puesta a su disposición, que el automotor marca Ford Falcon, dominio G031137 se encuentre registrado como asegurado, ni que se haya emitido póliza alguna que relacione a dicha compañía de seguros con los aquí demandados.-----------------------------------------------



Sobre la distribución de costas, que agravia al recurrente -se impone al mismo en un 10% como vencido- consideró que el mismo no tiene asidero, ya que en los juicios de daños y perjuicios derivados de un hecho ilícito, cuando la sentencia distribuye las culpas entre actor y demandado, en esa misma proporción, debe entenderse que cada una reviste la calidad de vencido, por lo cual debe distribuirse las costas en idéntica proporción. Indicó que la Instancia de grado deberá practicar una nueva  regulación de honorarios.------------



III) Que la parte actora, representada por el Dr. Dante Alfredo Basbus, se agravia a fs. 417/422 vta. indicando como causas o motivos en la que se ampara la pretensión impugnativa la arbitrariedad y absurdidad evidente de la sentencia por entender que ha violado la ley en los términos de los arts. 166 inc. 3, 360 inc. 1, 382, 391 y cc, del C.P.C. y C;  los arts. 173, 178 ss y cc de la Carta Magna Provincial, y los arts. 4 y 11 de la Ley de Seguros afectando los derechos a la Propiedad y al Debido proceso Legal. Afirma que la misma trasunta en una verdadera confiscación conforme a las disposiciones aplicables al caso, derecho incorporado a su patrimonio en función de lo prescripto por los arts. 25 y 33 Const. Provincial y 14 y 17 de la CN.---------------------------- 



Consideró que el tribunal A quo no valoró la prueba, a su criterio esencial o dirimente para la decisión del caso sub examine, el Recibo de Pago de la Prima (fs. 25). Señalando que el mismo estriba la prueba bajo forma escrita de la existencia misma del Contrato de Seguro, que, frente a la inexistencia de la Póliza por no haber sido emitida por la Citada en garantía en la fecha de su contratación, hace devenir aplicable el derecho supletorio previsto en la Ley 17418. Sostiene que el Recibo de Pago inserto en el sumario criminal, y debidamente opuesto a la citada en garantía al corrérsele traslado de la demanda, se encuentra reconocido por ésta, hecho que lo torna asimilable a instrumento público, por lo tanto prueba per se.-----------------------------------



Sostiene que la resolución viola el art. 4 y 11 de la ley de Seguros y su doctrina legal. El 4 toda vez que aún en defecto de póliza, conforme lo prescribe la propia ley, en forma expresa, el contrato produce sus efectos al momento de su celebración, al existir prueba por escrito que da cuenta de la existencia del acuerdo de voluntades que sirve de base al Contrato de Seguros, instrumentado en el Recibo de referencia, que cumple la forma escrita tarifada por ley; y el art. 11 por considerar el recurrente, que al afirmarse sobre las resultas de la pericia contable, con prescindencia de la pieza documental referenciada, lleva a inferir que se considera a la Póliza como única prueba del Contrato de Seguro admitida por la Ley, con exclusión de toda otra forma escrita.--------------------------------------------



IV) Que a fs. 447 se expide el Fiscal General del Ministerio Público señalando que por tratarse de una cuestión civil no corresponde emitir opinión por no contemplarse en la legislación la vista corrida a su parte.----------------------------------------------------



V) Que pasando al tratamiento del recurso puesto a decisión, corresponde en primer término verificar el cumplimiento de los requisitos de carácter formal exigidos por nuestro ordenamiento procesal respecto a su admisibilidad. De las constancias de autos, surge que el mismo se ha deducido en contra de una sentencia definitiva  (art. 292, 293 y 296 del C.P.C. y C.), dentro del plazo legal –conforme constancias de fs. 414/415 y 422 vta. de autos- (art. 297 del C.P.C. y C.) y que se ha cumplimentado la tramitación del beneficio de litigar sin gastos previo por lo que la casacionista se ve exenta del pago del depósito que prevé el art. 300 a tenor de lo dispuesto en el art. 290 del C.C. Y C. (conforme sentencia de fs. 46 del cuadernillo de beneficio de litigar sin gastos) así como también reúne las condiciones de fundabilidad exigibles por el art. 298 del CPCC.-------- 

VI) Que superada la arista formal del recurso, y adentrándonos al tratamiento de las quejas del casacionista, si bien, éste denuncia como supuesto habilitante del remedio intentado la arbitrariedad y absurdidad evidente de la sentencia por entender que ha violado la ley en los términos de los arts. 166 inc. 3, 360 inc. 1, 382, 391 y cc, del C.P.C. y C; los arts. 173, 178 ss y cc de la Carta Magna  Provincial, y los art. 4 y 11 de la Ley de Seguros afectando los derechos a la Propiedad y al Debido proceso Legal, sus agravios remiten necesariamente, a un nuevo examen de los hechos y elementos probatorios que obran en la causal -en especial: dictamen pericial contable obrante a fs. 271/272 y el Recibo de Pago de la Prima (fs. 25)-, cuestiones ajenas  en principio  a esta instancia de excepción, salvo que se alegue y demuestre perfectamente en el escrito recursivo la presencia de los vicios que habilitan a esta Corte a penetrar en la revisión de esas materias, esto es el absurdo o la arbitrariedad en la valoración de los mismos. 



Cabe recordar lo reiteradamente expresado en este sentido por esta Sala: “Son irrevisables por vía de casación los argumentos que remitan a temas de hecho y prueba propios de los jueces ordinarios de la causa, pero ajenos a la naturaleza extraordinaria de la instancia casatoria, salvo el caso de absurdo” (S.T.J., sent. de fecha 27/06/13, en autos: “Villa Julian Mercedes c/ Velez Vitelma de y otro s/ Cobro de Pesos, etc. Casación Civil”) y lo dicho respecto a la valoración de la prueba al señalar: “...que el art. 378 del C.P.C. y C., establece que los jueces formarán su convicción respecto de la prueba de conformidad con las reglas de la sana crítica. No tendrán el deber de expresar en la sentencia la valoración de todas las pruebas producidas, sino únicamente las que fueren esenciales y decisivas para el fallo de la causa. Así surge que es facultativo de los jueces de mérito el análisis de determinados medios probatorios producidos, o de elegir los elementos aportados en ese sentido, pudiendo dar preferencia a unos por encima de otros. La selección de las pruebas y la atribución de las jerarquías que les corresponde, es facultad propia de los jueces de grado -potestad que admite la posibilidad de inclinarse hacia unas descartando otras, sin necesidad de expresar la valoración de todas- y no se consuma absurdo por la preferencia de un medio probatorio sobre otro”.- (S.C.B.A.,sent.del 09/10/02, en autos: "Transporte Automotores La Plata S.A.c/Hassoun, Miguel y otros s/Daños y Perjuicios"; Sentencia STJ del 17/10/2005 en autos: “Fernandez Guillermo y otro c/ CONCANOR S.A. s/ Daños Y Perjuicios-Casación”).-----------


 
Como así también que este Alto Cuerpo Provincial ha sostenido: “Debe desestimarse el recurso de casación, cuando la pretensión del recurrente conduce en su totalidad al examen de las consideraciones efectuadas por el A-quo, acerca de la existencia de un contrato de seguro, la oportunidad del pago de la prima y la existencia de la cobertura, cuestiones éstas que conducen irremediablemente a la valoración del material fáctico y probatorio que no puede tener lugar en esta instancia de excepción, reservada específicamente a la aplicación del derecho correspondiente, salvo supuestos en que se denuncie y demuestre acabadamente la arbitrariedad o el absurdo en su mérito. Ello es así, porque su admisión es de carácter excepcional y, por ende, de interpretación restrictiva. Es decir, se debe demostrar que lo resuelto escapa a las leyes lógicas, o resulta imposible o inconcebible implicando, en consecuencia, un desvío notorio de la aplicación del raciocinio, o una grosera degeneración interpretativa o -como bien lo ha establecido la Suprema Corte de Justicia de la Nación-, acreditar que la sentencia no sea conclusión razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.” (Sentencia del STJ  en autos: “De Marchi Rolando Miguel y otra c/ Infante Eduardo Victor y/u otros s/ Daños y Perjuicios, etc. - Casación Civil” del 21/03/2011).----------------------------------------------



“Que la doctrina de la arbitrariedad en los pronunciamientos, o la del absurdo en el modo de valoración de la prueba, no han sido concebidos como un modo de allanar las exigencias procesales para acceder a la revisión de la sentencia mediante el recurso de casación, ni para sustituir los criterios jurídicos empleados por el tribunal de apelación en el modo de resolver. Por ello la doctrina antes mencionada solo tiene cabida ante la manifiesta transgresión a los principios de logicidad; al sentido común, y a otras reglas accesorias que conforman el concepto de sana crítica”. (Sent S.T.J. del 20-02-2009, Díaz Roberto c/ Daher Julio s/ Daños y Perjuicios - Casación Civil”).----------------------------



En tales condiciones y atento que el vicio que el recurrente endilga al fallo, a los fines de la habilitación del remedio que se intenta, constituye uno de los supuestos de excepción mencionados -arbitrariedad-, corresponde analizar si la sentencia impugnada adolece de los vicios denunciados, como condición necesaria para sortear la regla sentada en esta materia. ----------------



VII) Que teniendo en cuenta, la índole de los agravios formulados respecto de la prueba rendida en autos- vgr. A fs. 38, fs. 41, 284/290, 215/216 apreciadas por el tribunal A quo- se destacan determinados elementos medulares para dirimir el quid litigioso, a saber: a)- A fs. 271/272, obra Dictamen pericial contable -que no fue impugnado-, emitido por Patricia Alejandra Etchepare, perito contadora, informando que: “de la documentación puesta a disposición por Liderar Cia. Gral. de Seguros S.A  no se ha verificado la emisión de póliza se seguro sobre el automotor marca Ford Falcon dominio G 031.137” b)- A fs 25, del sumario criminal se glosa Recibo de Pago de la Prima Nº 1164476 del 10/11/2006 -acaecido en principio el mismo día del siniestro-.--------------------------------- 



Que en el sentido indicado resulta útil destacar que el Contrato de seguro se da cuando el asegurador se obliga, mediante una prima o cotización, a resarcir un daño o cumplir la prestación convenida si ocurre el evento previsto (conf. art. 1 de la ley 17418) y el mismo es consensual, bilateral y aleatorio y da origen necesariamente a una póliza, instrumento probatorio por excelencia del contrato celebrado entre el asegurado y el asegurador, en él se reflejan las normas que de forma general, particular o especial regulan la relación contractual convenida.------------------------------------



Que la regla básica del derecho de los contratos es que éstos deben celebrarse, interpretarse y cumplirse de buena fe (art. 1198 CCiv. y mantenido en el art. 961 CC y C y concordantes), o sea que la libertad contractual reconocida en el art. 959 CC y C, debe ejercerse conforme a aquélla. Es que la buena fe exige a las partes recíproca lealtad debiéndose apreciar objetivamente, aplicando a cada situación el criterio de lo que hubieran hecho dos partes honorables y razonables (conf. Francesco Messineo, "Doctrina General...", Tomo II, pág. 110; CNCom., esta Sala, in re "Banesto Banco Shaw S.A. c/ Dominutti Cristina", del 20/09/1999). ------------------------------



Que si bien en el caso resulta importante el juego normativo emergente de los arts. 4 y 11 de la ley de seguros que rezan textualmente y respectivamente:. “El contrato de seguro es consensual; los derechos y obligaciones recíprocos del asegurador y asegurado, empiezan desde que se ha celebrado la convención, aun antes de emitirse la póliza” [...] “El contrato de seguro sólo puede probarse por escrito; sin embargo, todos los demás medios de prueba serán admitidos, si hay principio de prueba por escrito”; es de notar que si bien existe en autos un Recibo de Pago inserto en el sumario criminal, ya referenciado el mismo no guarda el carácter de prueba dirimente de la existencia del contrato de seguro, por cuanto en su caso ha de ser apreciado como un elemento que se traduce en indiciario, en un principio de prueba por escrito. Que este STJ tiene dicho de manera inveterada: “Se considera principio de prueba por escrito todo documento que emana del adversario, de su causante o de parte interesada en el asunto que hiciese verosímil el hecho litigioso” (Sentencia del STJ “ORGANIZACION NORCEN S.R.L. c/ AN.PA.FA. S.R.L. s/ CUMPLIMIENTO DE CONTRATO - CASACION CIVIL”. Así las cosas cabe advertir que en el caso de autos, el Recibo de pago enunciado, el que adolece de horario de su celebración, así como tampoco se encuentra abonado por tareas o diligencias de la parte interesada, tendientes a corroborar su verosimilitud, o bien otros elementos conducentes a tal fin, muy por el contrario la pericial contable abona la posicion de la inexistencia contractual, por lo que ante la carencia de otras pruebas, no cabe sino estimar que el fallo elaborado por el Tribunal a quo, cuenta con sólidos argumentos en base a los hechos probados en la causa.-------------------



En consecuencia, la sentencia impugnada cuenta con fundamentos suficientes para avalar el criterio sustentado en la misma y para ponerla al abrigo de la tacha de arbitrariedad que se le endilga los que, más allá de su acierto o error, impiden su descalificación como acto jurisdiccional válido y, por ende, su revocación por este Máximo Tribunal. Al respecto, hemos sostenido invariablemente que “la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la 'sentencia fundada en ley' a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional (Corte Suprema de Justicia de la Nación, R.164 XXII “Reig Vázquez Ger y Asociados c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires”, 14 05 91)” (S.T.J., sent. de fecha 24 04 2007, en autos: “Gilabert, Marcelo S. c/ CIMSA y/o Responsable s/ Cobro de Pesos. Casación”); supuesto que no se configura en el sub examine por lo que corresponde rechazar el remedio intentado.----------------------------------------



Por todo lo expuesto, jurisprudencia y normativa aplicables así como oído el Señor Fiscal General del Ministerio Público a fs.356 de autos, Voto por: No ha lugar al recurso de casación interpuesto por la parte actora a fs. 417/422 vta., y en consecuencia, confirmar la sentencia de la Excma. Cámara Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 30/08/16 (fs. 405/413).

Con costas.----------------------------------------------



A estas mismas cuestiones, el Dr. Sebastián Diego Argibay dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, emitiendo su voto en idéntico sentido.          



A las mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Sebastian Diego Argibay – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-       

Santiago del Estero, once de junio del año dos mil diecinueve.




En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: No ha lugar al recurso de casación interpuesto por la parte actora a fs. 417/422 vta., y en consecuencia, confirmar la sentencia de la Excma. Cámara Civil y Comercial de Primera Nominación de fecha 30/08/16 (fs. 405/413). Con costas. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Sebastian Diego Argibay – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-
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